	Fecha
	31 de marzo de 1937
	Sesión número
	23

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrentes: Manuel Aguilar Sosa, Gonzalo Herrera Aguilar

	Recurrido: Alcalde de Escazú

	Objeto del recurso: Los recurrentes, policías de la localidad, reclaman haber sido detenidos luego de cumplir con un arresto ordenado por el Jefe Político de Escazú.

	Respuesta del recurrido: Contra los recurrentes se dictó auto de detención, acusados de prisión arbitraria.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada, cuya valoración no compete a la Corte Plena). VS de los Magistrados Dávila, Alfaro, Iglesias y Guier.


N° 23
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las nueve y cincuenta minutos de la mañana del treinta y uno de marzo de mil novecientos treinta y siete, con asistencia de los señores Magistrados: Dávila (Presidente), Vargas Pacheco, Guzmán, Castro, Guardia, Alfaro, Iglesias, Picado y Guier.

Artículo III
MANUEL AGUILAR SOSA y GONZALO HERRERA AGUILAR interponen recurso de Hábeas Corpus, y en el escrito respectivo manifiestan: que son policías de orden y seguridad de la ciudad de Escazú y que, actuando en el cumplimiento de lo que al respecto dispone la ley, detuvieron por ebriedad y escándalo a Víctor Manuel Peralta y a Hernán Campos, a la orden del Jefe Político del cantón, quien los puso en libertad con el compromiso de presentarse al días siguiente para levantar la información respectiva; que no sólo no cumplieron la indicación hecha, sino que el indiciado Peralta los acusó al Alcalde de la localidad por detención arbitraria, y dicha autoridad ordenó la detención de ambos sin haber motivo alguno legal. Solicitado el informe de ley al Alcalde mencionado, éste manifiesta que en sumaria que instruye contra los recurrentes por el delito de prisión arbitraria en perjuicio de Víctor Manuel Peralta y Hernán Campos dictó auto de detención contra aquellos por haber detenido y encarcelado a los ofendidos sin orden ni conocimiento del Jefe Político, pues este se enteró de ello por casualidad, horas después de haber sido privados de libertad; que del expediente no aparecen comprobadas las faltas de ebriedad y escándalo que se les atribuye a los ofendidos, y que aún habiéndose probado no se observaron las formalidades prescritas por la ley; que el artículo 40 de la Constitución Política dice que nadie puede ser detenido sin un indicio comprobado de haber cometido delito y sin mandato escrito de Juez o autoridad encargada del orden público, excepto que sea reo declarado prófugo o delincuente infraganti; que los artículos 318, 319 y 320 del Código de Procedimientos Penales exigen para el arresto del delincuente infraganti una relación previa del hecho que ha dado lugar de la aprehensión, fijada por quien la hizo, o de no saber, por dos testigos; que de los artículos citados y del 40 del Reglamento de Cárceles resulta que el único autorizado para encarcelar es el Director de la Cárcel o Jefe de Policía, correspondiendo esa facultad en los cantones menores a los Jefes Políticos; pero que en el presente caso se han desatendido los textos legales citados, lo que ha hecho incurrir a los indiciados en el delito previsto en el artículo 331, inciso 1°, del Código Penal, que dice: “Será condenado a prisión: primero, el funcionario público que con evidente abuso de sus funciones o sin las formalidades de ley, privare a otro de su libertad personal por un lapso que no llegue a quince días”, etc. Examinada la sumaria respectiva y discutido el punto, se declaró sin lugar el recurso por existir un auto de detención provisional, dictado con apoyo en indicios comprobados, apelados por los indiciados y cuya revisión, de acuerdo con los precedentes establecidos, corresponde al inmediato superior del Alcalde y no a la Corte Plena, desde luego que el Hábeas Corpus sólo procede cuando la detención efectuada es evidentemente arbitraria o ilegal, si esto resulta del análisis rápido de los hechos, mas suponer que en cada caso este Tribunal debe hacer un estudio prolijo de la cuestión, bastantear las pruebas aportadas y sustituir con su propio criterio el de los jueces de instancia, sería desconocer la naturaleza especial de aquel recurso extraordinario.
Los Magistrados Dávila, Alfaro y Guier declararon procedente el recurso por considerar prematuro el auto de detención provisional, una vez que la prueba recibida no justifica por ahora la privación de libertad de los recurrentes.

El Magistrado Iglesias también declaró con lugar el recurso, y funda su voto en que el auto de detención provisional dictado hiere en el fondo la independencia de funciones entre subalternos de Poderes distintos, por cuanto, de un modo indirecto, la actuación del Alcalde restringe la libre acción de la policía en el ejercicio de sus funciones, sin que exista mérito, en el caso concreto, para que prevalezca la situación irregular creada como consecuencia del referido auto de detención. 
